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NUEVAS PERSPECTIVAS PARA EL MEJORAMIENTO DE LA CALIDAD  
EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN LA ARGENTINA:  
EL DEBATE POR UNA NUEVA LEY DE EDUCACIÓN SUPERIOR EN EL 
ESCENARIO POSTERIOR AL CONSENSO DE WASHINGTON 
 
Lic. Daniela de Michele 
Lic. Pablo Picco Plencovich 
 
Abstract 
El propósito de este trabajo es describir el estado de la discusión parlamentaria de 
la ley de educación superior en Argentina, poniendo el énfasis en el mecanismo 
destinada a evaluar y asegurar su calidad. Para poder llevar adelante este objetivo 
compararemos los diferentes proyectos de ley presentados para la consideración 
del Congreso, así como las opiniones de los principales actores en la educación 
superior argentina. Dentro de los resultados esperados del trabajo, trataremos de 
confirmar que más allá de las críticas relacionadas con la Ley de Educación 
Superior, los nuevos proyectos representan de alguna manera una continuidad con 
la anterior. Consideramos que el sistema de evaluación y aseguramiento de la 
calidad se ha ingeniado para generar su propia legitimidad y consecuentemente las 
funciones de la agencia de evaluación y acreditación se verán ampliadas en la 
nueva ley. 
 
Palabras clave: Argentina, Ley de Educación Superior, Agencias de Aseguramiento 
de la Calidad, CONEAU. 
 
Introducción 
En estos días, los distintos proyectos de ley destinados a reemplazar a la actual Ley 
de Educación Superior (LES) están siendo discutidos en el Congreso de la Nación 
Argentina. Además, distintas comisiones auspiciadas por el congreso y compuestas 
por los principales actores del sistema universitario, asociaciones gremiales 
docentes y organismos internacionales, se encuentran trabajando en una propuesta 
común. Se encuentra ampliamente difundida la idea de que una nueva ley de 
educación superior es necesaria, debido que la presente ley se encuentra 
fuertemente vinculada con las ideas centrales del “Consenso de Washington”. De 
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hecho es la última ley importante que se encuentra en vigencia desde la década de 
1990. 
El sistema universitario argentino enfrentará en los años venideros una serie de 
desafíos. Entre ellos podemos encontrar: la masificación del acceso a la educación 
superior, la reproducción de las inequidades sociales en el ámbito universitario, el 
problema de financiamiento de la educación pública, el cambio en la manera en que 
la Argentina se relaciona con el sistema internacional, las nuevas demandas del 
mercado laboral, la internacionalización del sistema de educación superior y un 
incremento en la movilidad de los ciudadanos, la relación entre el Estado y la 
Universidad considerando la crisis del gobierno universitario y una redefinición de la 
autonomía universitaria. Estos desafíos no se presentan de manera individual, por 
el contrario, se encuentran interconectados y las medidas tendientes a enfrentarlos 
deben tener en cuenta estas relaciones. Algunos de estos desafíos son recurrentes 
en el sistema de educación superior argentino, como la masificación y las 
restricciones derivadas del financiamiento; otros desafíos son un claro indicador de 
un cambio de paradigma, como la creciente preocupación por la pertinencia social y 
la inclusión de los sectores marginalizados de la sociedad. 
Es por eso que en este trabajo analizaremos de qué manera estos desafíos son 
puestos en consideración y resueltos por los diferentes proyectos de ley 
presentados. Pondremos el foco en el papel que las diferentes agencias de 
aseguramiento de la calidad propuestas jugarán para dar respuestas a estos 
desafíos. 
A diferencia de las primeras reacciones, que demandaron la abolición de la 
presente ley y el retorno a la situación anterior, la comunidad universitaria, al igual 
que la mayoría de los políticos, han acordado en la necesidad de una ley general 
que pueda articular el sistema de educación superior. La discusión sobre la futura 
ley, que comenzara durante el año 2006, tuvo lugar en un contexto de crecimiento 
económico, tanto en la Argentina como en América Latina, en que se impulsó la 
promoción de un modelo económico de desarrollo sustentable. 
De acuerdo con la ley actual, los proyectos de ley introducen modificaciones 
comunes, como la declaración de la educación superior como un derecho humano. 
Esta posición, es similar y probablemente inspirada por la sostenida por el Instituto 
para la Educación Superior para la América Latina y el Caribe (IESALC) de la 
UNESCO. Todos los proyectos de ley critican y advierten sobre los peligros que se 
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esconden en la decisión de tratar a la educación superior como un commodity, un 
servicio, o como un bien transable, concepción sostenida por otros organismos 
internacionales como la OCDE y el Banco Mundial en la última década del siglo 
pasado. 
Esta es la razón por la que la mayoría de los proyectos establecen la gratuidad de 
los estudios de grado y en algunos casos, la gratuidad de los estudios de posgrado 
tanto en las universidades nacionales como en las universidades privadas. Además, 
los proyectos promueven el desarrollo de los diferentes mecanismos que apuntan a 
garantizar igualdad de oportunidades dentro del sistema universitario. Por lo tanto, 
los proyectos fijan una clara distinción de la LES en tanto esta última posibilita a las 
universidades nacionales para cobrar cuotas en los estudios de grado y posgrado. 
Además, los proyectos incorporan en sus principios nuevas preocupaciones 
concernientes a asuntos que se corresponden con la agenda política actual como la 
inclusión del respeto por los derechos humanos, la inclusión de la perspectiva de 
género, la preservación de la memoria colectiva, y la promoción de la integración 
intercultural, regional y nacional. 
Este nuevo modelo difiere en gran medida del modelo inspirado en el Consenso de 
Washington, centrado en las políticas de libremercado en lo concerniente a la 
educación superior, poniendo a las universidades en el centro de un proyecto de 
desarrollo más amplio. 
A pesar de estas distinciones, muchos de los proyectos de ley reproducen una 
estructura similar a la ley actual. Una de las principales instituciones creadas por la 
ley actual, CONEAU, ha mostrado que no ha sido un organismo que promovió la 
creación de universidades privadas, como fuera temido. A diferencia de lo ocurrido 
en otros países latinoamericanos, la agencia de aseguramiento de la calidad ha 
trabajado para controlar esas instituciones. Además de lo ya mencionado, los 
presupuestos asignados a cada universidad no han sido, hasta el día de la fecha, 
vinculados con la acreditación de sus programas como era sospechado por la 
comunidad universitaria. 
Los proyectos presentados acuerdan con el concepto de autonomía responsable, 
que reconoce las libertades e independencia de las universidades, así como la 
importancia de que el gobierno nacional sea el encargado de la evaluación y 
supervisión externa de las universidades. 
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El análisis de los proyectos presentados muestra un incremento sustancial tanto en 
las prácticas de evaluación tanto interna como externa. Asimismo a diferencia de la 
LES, ahora no sólo se encuentran enfocadas a garantizar un mínimo de calidad, 
sino que se las piensa como base para el diseño de propuestas de mejoramiento 
destinadas al desarrollo de las universidades. Los diferentes proyectos, además de 
reforzar las prácticas evaluativas, contemplan la supervisión de los logros 
propuestos. En líneas generales, las mejoras y las propuestas de desarrollo serían 
promovidas por el Estado, de acuerdo con las sugerencias hechas por las 
universidades involucradas. En este sentido, el concepto de calidad se amplía e 
incluye la preocupación por la adecuación y la pertinencia en lo que respecta a las 
necesidades económicas y sociales. 
 
La denominación del organismo de aseguramiento de la calidad en la educación 
superior. 
Uno de los cambios más recurrentes que se observa en los distintos proyectos de 
ley respecto del organismo encargado de asegurar la calidad universitaria es la 
variedad de denominaciones introducidas. Por ejemplo, en el proyecto de la 
diputada Donda Pérez (EPS), se lo denomina Organismo de Evaluación 
Universitaria (OEU); en el proyecto del diputado Macaluse (SI) Comisión de 
Evaluación Universitaria (CEU); el diputado Pinedo (PRO) la llama Agencia 
Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (ANEAU), el senador 
Giustiniani (PS) propone la Comisión de Seguimiento del Sistema de Educación 
Superior (CSSES). Mientras tanto, los proyectos de los diputados Tate (UCR) y 
Cantero Gutiérrez (FPV), prefieren continuar con la denominación actual, es decir, 
la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU).  
El problema de la denominación, más allá de lo meramente cosmético, revela 
aspectos profundos de los proyectos de ley. En su mayoría se refieren a 
comisiones, lo que se condice con la tradición política argentina. La palabra 
comisión refiere fundamentalmente a la designación de una serie de individuos por 
parte de un poder constituido para ejercer una función de manera permanente. De 
esta manera la elección de la palabra comisión denota el carácter estatal de la 
propuesta. El uso de la palabra agencia, por su parte, refiere a organizaciones 
administrativas especializadas, poniendo el énfasis en su carácter dinámico y 
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centrado en las funciones a su cargo.  Por lo que puede intuirse una distinción 
ideológica en el uso de los diferentes términos.  
El invariable uso de la palabra evaluación, no necesariamente implica un uso 
textual del término. En líneas generales, se la utiliza para englobar tanto el proceso 
de evaluación como el de acreditación. En algunos casos, como el de la CSSES, se 
apunta claramente a un organismo dedicado al proceso de evaluación. La CEU, en 
cambio, se plantea predominantemente como un organismo orientado al 
otorgamiento de acreditaciones. 
Finalmente, la utilización de la denominación CONEAU, incluida en la actual Ley de 
Educación Superior, implica un reconocimiento de las condiciones del espacio que 
el organismo ha sabido construir en la última década. Si bien pueden plantearse 
modificaciones a las funciones actuales del organismo, la adopción de la 
terminología implica la continuidad del proceso. 
 
Diferentes propuestas de integración del organismo encargado de asegurar la 
calidad universitaria 
Uno de los principales puntos de controversia en lo que respecta al sistema de 
evaluación de la calidad universitaria, es la composición que la LES establece para 
la CONEAU. Cuenta con 12 miembros, 3 por cada una de las cámaras del 
congreso, 3 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por la Academia Nacional de Educación y 
1 por el Ministerio de Educación. La sobrerrepresentación del estamento político 
había sido objeto de crítica y se exigía que el organismo tuviera una mayor 
representación académica.  Los distintos proyectos de ley presentados, ofrecen 
distintas alternativas a la composición que varían de la excluyente composición 
académica, a dejar al organismo en la situación en que se encuentra o bien 
incorporar nuevos integrantes representantes de gremios docentes y centros de 
estudiantes, lo que reforzaría su componente político. 
Un caso extremo de lo descrito es el caso del proyecto de Macaluse (SI). Propone 
que la composición de la CEU se determine por concurso público de antecedentes 
y oposición de expertos de reconocida idoneidad y trayectoria. El cuerpo tendrá un 
mínimo de 7 y un máximo de 13 miembros  que podrán proceder de las disciplinas 
científicas, sociales, técnicas, humanísticas y artísticas. Cómo se observa, no existe 
representación de los estamentos políticos en la CEU, aunque llama la atención 
que tampoco se encuentran representados los órganos de gobierno del sistema 
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universitario. El proyecto tampoco aclara, en lo que respecta a la composición, de 
qué manera se mantendrá el equilibrio de las distintas disciplinas en la ponderación 
de los antecedentes de los posibles miembros, ni el peso que se otorgará a la 
gestión académica en la evaluación de los antecedentes. 
Curiosamente, otro proyecto analizado que se desprende de la conducción política 
del organismo es el presentado por el diputado Pinedo (PRO). La ANEAU tendrá un 
Director Ejecutivo elegido mediante un concurso de oposición y antecedentes, lo  
que pone el peso de la gestión del organismo en manos de un académico. Sin 
embargo, se crea un Consejo Consultivo integrado por 10 integrantes, 3 por el CIN, 
1 por el CRUP, 1 por la Academia Nacional de Educación, 2 por cada una de las 
cámaras del Congreso y 1 por el Ministerio de Educación.  De esta manera se 
aumenta el peso relativo de los representantes de las universidades, reduciendo la 
proporción de los representantes políticos. Si bien el proyecto del PRO no descarta 
la participación de los estamentos políticos y de los órganos de gobierno del 
sistema universitario en la ANEAU, lo subordina a la conducción académica del 
organismo. 
El proyecto de la diputada Tate (UCR) propone que la CONEAU estará compuesta 
por 14 integrantes; 4 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por la Academia Nacional de 
Educación, 3 por cada una de las cámaras del congreso, 1 por el Ministerio y 1 por 
el Sector Productivo. La inclusión de un representante del sector productivo refleja 
un cambio en la orientación de la Ley de Educación Superior, dando preferencia a 
la coordinación entre el sistema educativo y el desarrollo económico de la nación. 
Sin embargo, el proyecto no brinda nuevas precisiones sobre la representación del 
sector productivo ni sobre la forma en que se elegirá dicho comisionado. En lo que 
respecta a la crítica sobre el peso de la representación política, el proyecto no lo 
enfrenta directamente ya que si bien aumenta la representación del CIN, no lo hace 
de forma contundente y mantiene un mayor peso para el sector político. 
El proyecto del senador socialista Giustiniani (PS) propone que la Comisión de 
Seguimiento del Sistema de Educación Superior deberá estar compuesta por 12 
miembros; 6 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por el Ministerio, 1 por cada cámara del 
congreso, 1 por la Federación Universitaria Argentina y 1 por el gremio docente. La 
dirección de la institución recaerá en manos de un representante del CIN. Por lo 
tanto, el peso de la representación recae sobre las universidades nacionales, en 
detrimento del sector político. Pero el sector político no es el único que pierde 
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participación en el esquema propuesto, las universidades privadas ven perjudicada 
su situación en forma proporcional al no aumentar en la misma proporción su 
representación con la de las universidades nacionales.  La propuesta socialista, 
introduce la novedad de prever la representación de los estudiantes y los 
trabajadores docentes en la conducción de la Comisión, repitiendo en el sistema de 
evaluación de la educación superior el esquema de cogobierno característico de las 
instituciones nacionales. Pierde su lugar en el esquema propuesto, la Academia 
Nacional de Educación, organismo eminentemente académico, poniéndose el foco 
en la democratización del sistema. 
En el mismo sentido se expresa el proyecto de la diputada Donda Pérez (EPS). 
Propone que el Organismo de Evaluación Universitaria esté compuesto por 17 
miembros, 3 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por el Consejo Federal de Educación, 3 
por cada cámara del congreso, 1 por el Ministerio de Educación, 1 por el Ministerio 
de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, 2 para los gremios docentes y 2 
para los estudiantes. El proyecto no especifica de qué manera se determinara la 
representación gremial y estudiantil entre las múltiples asociaciones que las 
nuclean. Con respecto a la constitución actual de la CONEAU, se pone un énfasis 
en el sector productivo y en la democratización del sistema, aunque no se enfrenta 
la crítica del excesivo peso de la representación política en el sistema.  
Finalmente el proyecto del diputado Cantero Gutiérrez (FPV) no se aparta de la 
composición actual de la CONEAU. Sin embargo, agrega como condición necesaria 
para formar parte de la CONEAU no tener una condena por delitos de lesa 
humanidad, en consonancia con el énfasis otorgado por el gobierno actual al 
desarrollo de políticas de derechos humanos. Vemos por tanto, como la discusión 
en torno a la composición del organismo de control de la calidad universitaria 
reproduce diversos debates presentes en la comunidad universitaria y en la 
sociedad en general. Como podemos observar el pedido de preeminencia del 
sector académico por sobre el político se ha visto cuando menos moderado en los 
distintos proyectos de ley. Por otra parte, vemos como la inclusión de sectores que 
no habían sido tenidos en consideración en la composición actual. La inclusión de 
representantes directos de sectores dedicados a la producción o a la ciencia y la 
tecnología responde al modelo de desarrollo económico y social planteado en la 
Argentina con posterioridad a la crisis del 2001.  La inclusión de los gremios y los 
estudiantes, garantiza una apertura democrática en el sistema transparentando los 
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procesos de evaluación. Sin embargo, la inclusión de estos sectores en el sistema 
reforzará el proceso de politización que se había criticado, pudiendo generar el 
efecto contrario al que se quería evitar. 
 
Funciones y alcance del organismo encargado de asegurar la calidad universitaria 
Es de destacar que todos los proyectos de ley, incluso aquellos provenientes de 
sectores muy críticos respecto de la actual ley de educación superior, prevén en 
mayor o menor medida un organismo de carácter nacional encargado de la 
evaluación de las universidades. Ello da cuenta de la consolidación o legitimación 
de una cultura de evaluación en el interior del sistema universitario. Sin embargo, 
los distintos proyectos de ley difieren acerca de la cantidad de funciones y alcance 
que tendrá el nuevo organismo encargado de la asegurar la calidad universitaria.  
Entre aquellos proyectos críticos del modelo universitario que se promovió en la 
década de los noventa,  podemos mencionar el elaborado por el Senador 
Giustiniani (PS) y el elaborado por el diputado Macaluse (SI). Estos proyectos se 
caracterizan por acentuar la autonomía universitaria, favorecer los procesos de 
autoevaluación y mecanismos de evaluación interna. El proyecto de Giustaniani 
propone la creación de CSSES que tendrá entre sus funciones la evaluación de 
planes de desarrollo institucional de tanto universidades nacionales como privadas, 
que incluirá una autoevaluación. Respecto a la función de acreditación, esta se 
restringirá a la totalidad de las carreras de grado y posgrado de las universidades 
privadas. Dicha función será llevada a cabo por una Junta de Acreditación creada 
ad hoc. Deberán emitir juicios sobre la viabilidad de proyectos de creación de 
nuevas universidades privadas. De este modo, los títulos de las universidades 
nacionales quedan exentos de atravesar procesos de acreditación. La definición de 
los mecanismos y parámetros que se utilicen en la evaluación externa de los 
procesos de autoevaluación, así como los que se utilicen en los procesos de 
acreditación de carreras deberán ser discutidos y acordados por representantes de 
la totalidad de la comunidad universitaria.    
El Proyecto del diputado Macaluse (SI) considera en sus fundamentos que los 
mecanismos de acreditación y evaluación implementados por la actual Ley de 
Educación Superior son propios de una lógica de mercado, y que generaron 
competitividad y fuerte individualismo. No obstante ello, este proyecto de ley prevé 
la creación de una Comisión de Evaluación Universitaria. Esta Comisión  se limitará 
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a ejercer un contralor de la educación superior en el nivel universitario privado y a 
supervisar y fiscalizar a las instituciones autorizadas. Por consiguiente, vemos que 
con respecto a las funciones actuales de CONEAU, las funciones de este 
organismo se restringen sólo  la acreditación y no a la evaluación universitaria. 
Cabe observar que la denominación del organismo no se condice con las funciones 
asignadas por el propio proyecto de ley. La CEU tendrá dentro de sus funciones la 
elaboración de los criterios de evaluación a aplicar en los procesos de acreditación. 
Esto produce un extrañamiento respecto a la comunidad universitaria, en tanto que 
ningún otro representante del sistema universitario participará del proceso de 
elaboración de los estándares de evaluación.  
Existen una serie de proyectos, en particular los de los diputados Pinedo (Pro) y 
Cantero Gutiérrez (FPV), que no introducen cambios sustantivos en las funciones y 
responsabilidades actuales del organismo de control de la calidad educativa. Estos 
cambios incluyen acortar el plazo entre los procesos de autoevaluación requeridos, 
coordinar y llevar adelante la evaluación externa de la enseñanza impartida 
mediante la modalidad a distancia y promover mecanismos de vinculación externa 
que articulen los procesos de acreditación nacional con las agencias de evaluación 
regionales y mundiales. En todos los casos, estas modificaciones responden a la 
explicitación de funciones asumidas de hecho por la CONEAU como consecuencia 
de su propia expansión institucional. Un caso particular en esta caracterización lo 
constituye el proyecto de la diputada Donda Pérez (EPS) el que si bien establece 
básicamente las mismas funciones para el OEU que los actuales para CONEAU, 
prescribe en el cuerpo del proyecto de ley los estándares y criterios para la 
evaluación institucional de las universidades privadas, limitando la participación de 
los organismos propios de la comunidad universitaria en esa decisión. 
El proyecto del diputado radical Varisco prevé que la nueva agencia de evaluación 
extienda y profundice sus funciones. Se promueven nuevos criterios de calidad 
universitaria desde la perspectiva de su función social y su vinculación con las 
necesidades regionales y nacionales. También sostiene que deberán tenerse en 
cuenta los contextos regionales y los diferentes tipos de poblaciones a los que 
atienden las instituciones. Se prevé además que las recomendaciones para el 
mejoramiento institucional que surjan de las evaluaciones externas sirvan de base 
para la preparación y actualización de los planes de desarrollo y mejoramiento 
institucional a través de los cuales las instituciones buscarán mejorar el 
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cumplimiento de sus funciones y para las cuales contarán con un funcionamiento 
específico. Conjuntamente con la creación de la ANCEU se prevé la creación de un 
Instituto para el Desarrollo de la Educación Universitaria Nacional y Regional 
dependiente del Ministerio de Educación destinado a la implementación de políticas 
de desarrollo y mejoramiento integral del sistema universitario.  
El proyecto del diputado Tate (UCR) plantea, conjuntamente con la existencia de la 
CONEAU la creación de agencias de evaluación y acreditación encargadas de 
llevar adelante los procesos de acreditación de las carreras de grado y posgrado y 
la realización de las evaluaciones externas de los procesos de evaluación 
institucional. De acuerdo a ello, la CONEAU tendrá como función el seguimiento y 
control de las acciones de estas agencias. El proyecto de ley no especifica con 
claridad si dichas agencias serán de carácter público o privado, si se encontrarán 
segmentadas un ordenamiento disciplinar o si responderán a un criterio de 
organización regional. Es de presumir que si dichas agencias son múltiples y de 
carácter privado, se produciría un cambio estructural del sistema de aseguramiento 
de la calidad transformándose en un sistema similar al implementado en Australia y 
los Estados Unidos. Cabe destacar que este es el único proyecto que prevé la 
posibilidad de que existan agencias privadas de acreditación, distanciándose del 
resto de los proyectos que limitan está posibilidad a un único ente estatal. El 
proyecto de ley hace hincapié en el proceso de autoevaluación institucional y en el 
diseño de planes estratégicos, que establezcan metas y objetivos institucionales. 
Con el objeto de financiar estos planes estratégicos y realizar un monitoreo de su 
puesta en marcha, la ley prevé la formación de un Fondo para la Transformación 
Universitaria encargados de realizar convenios- programas establecidos entre cada 
universidad y el Ministerio de Educación.  
Estos últimos dos proyectos ponen el énfasis en la profundización de la cultura de 
la evaluación, tanto interna como externa, convirtiéndolo en un elemento clave para 
el diseño de proyectos, programas y estrategias de transformación y mejoramiento 
de la calidad. En estos casos la creación de los estándares de calidad a aplicar en 
los procesos de evaluación se hará de acuerdo con lo que disponga el Ministerio de 
Educación en consulta con el Consejo de Universidades.  
Con respecto a las funciones asignadas a la CONEAU, vemos aquí una clara 
profundización y extensión de sus funciones. Se prevé entonces la diferenciación 
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de distintos criterios de evaluación según el contexto regional así como una 
orientación de estos hacia al desarrollo productivo o función social.  
 
Conclusión 
El análisis de los diferentes proyectos de ley, que llevamos adelante a lo largo de 
este trabajo nos permite concluir que, aún cuando los basamentos ideológicos de la 
presente ley ha sido fuertemente criticados por formar parte del llamado “Consenso 
de Washington”, muchas de sus características centrales han sido recobradas y 
enfatizadas. Esta característica cobra particular relevancia en lo que concierne a la 
consolidación y legitimización de la cultura de la evaluación. 
Creemos que la creación de una Agencia de Evaluación y Acreditación en 
Argentina contribuyó a promover proyectos y acciones tendientes a aumentar el 
nivel de comprensión que las instituciones universitarias tienen de sí mismas. Las 
universidades guardan hoy una mayor percepción de sus potencialidades y 
limitaciones, y como resultado de este proceso, se encuentran en condiciones de 
enfrentar sus propias dificultades con independencia del control ejercido por las 
agencias de aseguramiento de la calidad. Las Agencias de evaluación y 
acreditación están consolidando una cultura del mejoramiento institucional en tanto 
proceso destinado a ofrecer garantías de calidad a la sociedad y como un 
mecanismo de cooperación internacional. Su relevancia se refleja también en el 
surgimiento de un nuevo campo de estudios y de actividad profesional 
especializados.  
Como señaláramos, la mayoría de los proyectos de ley incluyen evaluaciones más 
extensivas e intensivas que pueden ser usados para la implementación de los 
planes de mejora. Los procesos de evaluación externa son vistos como una manera 
de promover la integración nacional, regional o internacional. 
El sentido del aseguramiento de la calidad ha sido reformulado para incorporar los 
nuevos aspectos que conciernen a los vínculos entre la universidad y la comunidad, 
poniéndose el énfasis sobre las demandas de los sectores productivos. Por lo tanto, 
la agencia de evaluación de la calidad seguramente continuará en la Argentina, 
pero con un significado y un sentido ampliado. 
Los diferentes proyectos de ley enfrentan el tema de la evaluación de la calidad 
desde sus propias perspectivas y tradiciones políticas. Por ejemplo, encontramos 
que las propuestas del Partido Socialista ponen el foco en los procedimientos de 
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evaluación interna con el propósito de preservar la tradicional autonomía 
universitaria. Las propuestas de otros partidos políticos, como el Partido Peronista, 
promueven el incremento de la evaluación externa y del consecuente incremento de 
la injerencia estatal. Sólo un proyecto de ley contempla la intervención de agencias 
privadas de aseguramiento de la calidad, lo que se convierte en un claro indicador 
del declive de las políticas públicas centradas a incorporar actores propios del 
mercado. 
En lo que respecta a la futura composición de la agencia nacional de acreditación, 
podemos observar que existen en el sistema universitario un aumento de las 
presiones tendientes a democratizarla,; aumentando la cantidad de miembros 
académicos y el número de los actores de la comunidad universitaria, como los 
representantes de las agrupaciones estudiantiles y de los gremios docentes. De 
todas maneras, hemos demostrado a través de nuestro análisis que la 
representación política continuará siendo preponderante en la futura agencia o 
comisión de aseguramiento de la calidad en la educación superior. 
Como conclusión, creemos que el concepto de calidad sobre las que se sostienen 
los proyectos de ley, provocarán nuevos desafíos para la comunidad universitaria. 
Esto se debe, fundamentalmente a la necesidad de crear criterios de evaluación 
específicos que puedan ser adaptables a este nuevo paradigma. Es posible que la 
redefinición de la calidad pueda crear nuevos conflictos dentro de la comunidad 
universitaria, dado que los proyectos de ley no explican con claridad la naturaleza 
de las conexiones entre el sector productivo y las universidades, y como estas 
conexiones afectarán la autonomía universitaria. 
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